PROYECTO DE RESOLUCIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe resuelve:

Artículo 1º:
Convocar en carácter de urgente, en uso de las atribuciones del Artículo 45 de la Constitución Provincial, al Señor Ministro de Gobierno, Justicia y Culto de la Provincia de Santa Fe, Dr. Roberto Rosúa, para que el mismo suministre informes y brinde explicaciones sobre la presunta conducta atribuida al Señor Sub Secretario de Seguridad Pública de la Provincia, dependiente de su área, Dr. Alejandro Rossi. 
Artículo 2º:
Encomendar a la Presidencia de esta Cámara, la realización de las gestiones necesarias, a los efectos de formalizar la presencia del señor Ministro de Gobierno, Justicia y Culto, en el seno de la Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe y requeriendo que el mismo no excuse su asistencia para brindar por escrito los informes solicitados. 

Artículo 3º:
De forma.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:

Los hechos de violencia de todo tipo que sacuden a diario a nuestra sociedad, sea esta violencia social, política o criminal, deben ser puestos a consideración y debate entre la dirigencia política, empresarial, sindical, social, los representantes religiosos y toda la comunidad, para promover actitudes de reflexión y tolerancia a fin de que los oportunistas del autoritarismo no encuentren condiciones favorables para cuestionar el sistema democrático.

La democracia y la paz se necesitan recíprocamente, y para consolidarlas es necesario un Estado transparente, confiable, participativo y eficaz, con capacidad para intermediar entre los intereses en pugna y a su vez para terminar con la impunidad, y castigar a los funcionarios cuyos comportamientos avergüencen a la Ciudadanía de nuestra provincia.

La información conocida el día 20 de Febrero de 2005, a través de versiones periodísticas, le atribuye al señor Sub Secretario de Seguridad Pública de la Provincia de Santa Fe, Dr. Alejandro Rossi, una serie de comportamientos presuntamente delictivos, que nos obligan, como funcionarios públicos, y como representantes electos por el Pueblo de la Provincia de Santa Fe, a poner en marcha los mecanismos institucionales, previstos en nuestra Constitución Provincial, para dilucidar lo acontecido, cuya sola presunción nos remite a lo peor de la historia de nuestro país.

Se señala que habrían sucedido una serie de acontecimientos referidos a un grave acto de abuso de armas y de autoridad, además de una presunta secuencia de delitos encadenados en el nivel de las fuerzas de seguridad, en especial de la policía que debía registrar lo sucedido, y no lo habría hecho. Todo esto agravado por los testimonios que habrían brindado varios testigos presenciales en los que se da cuenta de la presencia, en el lugar de los hechos, de funcionarios policiales de alto rango y agentes de la Gendarmería Nacional. Además, según lo indicado en los medios periodísticos, también habría testimonios sobre el conocimiento de los hechos acontecidos, en el mayor nivel de la Unidad Regional II de la Policía de la Provincia de Santa Fe. Estos presuntos ilícitos, según lo señala la prensa, podrían encuadrarse en figuras penales como la falsedad ideológica de documento público, omisión de denuncia, mal desempeño de funciones y encubrimiento.

Todo esto habría ocurrido, según se señala, el Domingo 7 de Noviembre de 2004, cerca de la cabecera del puente a Victoria. En esas circunstancias se habría registrado una colisión entre dos vehículos. Los automotores implicados en la colisión habrían sido, un automóvil de alquiler, presuntamente embestido en su puerta trasera izquierda, y una camioneta 4 x 4 de color negro y con vidrios polarizados. Este último vehículo, habría embestido al automóvil de alquiler. Ambos vehículos habrían viajado en igual sentido y dirección, desde el Sudoeste con rumbo Noreste, transitando la Avenida de Circunvalación, en su cruce con la bajada de la misma hacia el Boulevard Rondeau, en la ciudad de Rosario.

Con posterioridad al impacto, se señala que el conductor de la camioneta 4x4, habría bajado de la misma portando un arma, con la que habría amenazado de muerte al conductor del automóvil de alquiler hasta que un oficial de Gendarmería Nacional lo habría visto y lo habría desarmado. La versión indica, increíblemente, que esa persona con signos de violencia manifiesta, y desequilibrios emocionales visibles, no seria otra que el Señor Sub Secretario de Seguridad Pública de la Provincia de Santa Fe, Alejandro Rossi.

A su vez la información periodística no se detiene en el hecho de la colisión y sus consecuencias inmediatas, ya que también asegura, tal cual publica el Diario La Capital de Rosario, en su edición del día 20 de Febrero de 2005, que el acta de procedimientos policial, que es la primera constancia sobre la que se basa la Justicia para emprender una investigación, fue realizada "por lo menos cuatro veces". Y que al taxista "se lo llevaron esposado del lugar”.

La gravedad de estos incidentes, que de ser ciertos merecerían la remoción inmediata y preventiva de los funcionarios responsables, y la continuidad de las acciones judiciales pertinentes, nos obligan a una respuesta Constitucional, Democrática, e Institucional. Los Ciudadanos de Santa Fe, responsables de proteger a nuestras familias, y a la comunidad toda, de personas vinculadas en sus conductas a lo más oscuro de nuestro pasado social y político estamos obligados a intervenir, ante situaciones como la descripta, aunque solamente se encuentren aún, en el lugar de la sospecha. Nuestra condición de legisladores, señor presidente, hace más nítida e ineludible esa responsabilidad de actuar en forma inmediata para ratificar o desestimar, en forma fehaciente e institucional, la información señalada.

Señor Presidente, de una evaluación del contenido de la publicación de las presuntas situaciones que aluden al comportamiento que habría tenido el Sub Secretario de Seguridad Pública, que se publican en el medio de prensa referido, y de las declaraciones que el Dr. Rossi habría realizado al Diario EL Litoral de la ciudad de Santa Fe, como también de las respuestas que habría proporcionado el señor Ministro de Gobierno, Justicia, y Culto de nuestra provincia, Doctor Roberto Rosua, se deduce la necesidad imperiosa de aclaración, institucional, y fehaciente, de todo lo sucedido.

Es imprescindible que esta Cámara de Diputados tutele la igualdad que debe existir entre todos los habitantes de nuestra provincia y condene cualquier conducta que pueda ser violatoria de la convivencia democrática a través de presuntos comportamientos, que de ser ciertos, estarían más cercanos al accionar de la tristemente celebre triple AAA, que a las condiciones mínimas de compromiso democrático, que debe exhibir obligatoriamente cualquier funcionario público, en estos tiempos.

Las actitudes denunciadas por la prensa, presuntamente delictivas, deben ser investigadas, aclaradas, o en su caso, condenadas por este cuerpo, no solo por su significación negativa hacia los Ciudadanos sino por mantener la plena vigencia de las Garantías Constitucionales y la salud de la Vida Republicana.

Por último, debemos señalar que este proyecto plantea una doble responsabilidad de la Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe. Por un lado en relación con la aclaración de este supuesto incidente que habría protagonizado un miembro de alto rango del Gobierno de la Provincia de Santa Fe. Por otro lado está presente la responsabilidad referida a deslindar y precisar las culpabilidades atribuibles, en caso de que correspondieren, de todas las partes involucradas en lo denunciado por los medios de comunicación aludidos.

Por lo expuesto, solicitamos la aprobación urgente del presente proyecto de resolución.

PÁGINA  
1

